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Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 2º  parágrafo 1º, artículo 19 (parcial) y el artículo 4º literal a), de la Ley 1507 de 2012, “Por la cual se establece la distribución de competencias entre las entidades del Estado en materia de televisión y se dictan otras disposiciones.”.
Demandante: Germán Rodríguez Villamizar
Magistrado Ponente: JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB
Expediente D-9477
Concepto 5547
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó Germán Rodríguez Villamizar contra los artículos 2º parágrafo 1º, 19 (parcial) y 4 literal a), de la Ley 1507 de 2012, cuyo texto, con lo demandado en negrillas, es el siguiente:

LEY 1507 DE 2012
(enero 10)

Diario Oficial No. 48.308 de 10 de enero de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se establece la distribución de competencias entre las entidades del Estado en materia de televisión y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

DECRETA:

ARTÍCULO 2o. CREACIÓN, NATURALEZA, OBJETO Y DOMICILIO DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE TELEVISIÓN (ANTV). Créase la Autoridad Nacional de Televisión en adelante ANTV, como una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del Orden Nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial, presupuestal y técnica, la cual formará parte del sector de las Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones. La ANTV estará conformada por una Junta Nacional de Televisión, que será apoyada financieramente por el Fondo para el Desarrollo de la Televisión (FONTV) de que trata el artículo 16 de la presente ley.

El objeto de la ANTV es brindar las herramientas para la ejecución de los planes y programas de la prestación del servicio público de televisión, con el fin de velar por el acceso a la televisión, garantizar el pluralismo e imparcialidad informativa, la competencia y la eficiencia en la prestación del servicio, así como evitar las prácticas monopolísticas en su operación y explotación, en los términos de la Constitución y la ley. La ANTV será el principal interlocutor con los usuarios del servicio de televisión y la opinión pública en relación con la difusión, protección y defensa de los intereses de los televidentes y dirigirá su actividad dentro del marco jurídico, democrático y participativo que garantiza el orden político, económico y social de la Nación.

El alcance de su autonomía tiene como fin permitirle a la Autoridad desarrollar libremente sus funciones y ejecutar la política estatal televisiva. En desarrollo de dicha autonomía administrativa, la Junta Nacional de la ANTV adoptará la planta de personal que demande el desarrollo de sus funciones, sin que en ningún caso su presupuesto de gastos de funcionamiento exceda el asignado en el presupuesto de gastos de funcionamiento de la Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC) a que se refiere la Ley 1341 de 2009.

La ANTV no podrá destinar recursos para suscripción de contratos u órdenes de prestación de servicios personales, salvo en los casos establecidos en la ley.

El domicilio principal de la ANTV será la ciudad de Bogotá Distrito Capital.

PARÁGRAFO 1o. Para efectos de los actos, contratos, funcionarios, regímenes presupuestal y tributario, sistemas de controles y en general el régimen jurídico aplicable, la ANTV, se asimila a un establecimiento público del orden nacional, salvo lo previsto en la presente ley.

PARÁGRAFO 2o. La ANTV no estará sujeta a control jerárquico o de tutela alguno y sus actos solo son susceptibles de control ante la jurisdicción competente.

(…)

ARTÍCULO 4o. COMPOSICIÓN DE LA JUNTA NACIONAL DE TELEVISIÓN. La ANTV tendrá una Junta Nacional de Televisión integrada por cinco (5) miembros, no reelegibles, así:

a) El Ministro de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, o el Viceministro delegado;

(…)
ARTÍCULO 19. PASIVO PENSIONAL DE EX TRABAJADORES DE INRAVISIÓN. El pago de todas las obligaciones pensionales legales, convencionales, plan anticipado de pensiones, bonos pensionales, cuotas partes pensionales, auxilios funerarios, indemnizaciones sustitutivas, y demás emolumentos a que haya lugar, a favor de los ex trabajadores del Instituto Nacional de Radio y Televisión (Inravisión), hoy liquidado, será asumido por parte de Caprecom en una proporción equivalente a la del valor del pasivo pensional que representen los recursos trasladados por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones para este efecto, derivados, de la asignación de los permisos para uso de las frecuencias liberadas con ocasión de la transición de la televisión análoga a la digital.

Los pagos que no sean asumidos por Caprecom continuarán a cargo del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos.
1. Cuestión previa: estructura del concepto y esquema de resolución de los problemas jurídicos 
El demandante considera contrarios a la Carta varios artículos de la Ley 1507 de 2012, razón por la cual esta Vista Fiscal se pronunciará sobre cada uno de ellos empleando la siguiente estructura metodológica: (i) planteamientos de la demanda; (ii) problema jurídico y; (iii) consideraciones del Ministerio Público sobre las constitucionalidad de las normas demandadas.

2. Constitucionalidad del parágrafo 1º del artículo 2 de la Ley 1507 de 2012, con relación a la falta de autonomía funcional de la ANTV
En términos generales, el parágrafo demandando establece que para ciertas materias determinadas en la propia norma se aplicará a la Agencia Nacional de Televisión el régimen jurídico de los establecimientos públicos. 
a) Planteamientos de la demanda

El actor considera que el parágrafo primero de la norma antedicha vulnera los artículos 1º, 2º, 6º, 77 y 113 de la Constitución Política, pues “(…) resulta incompatible con la Constitución, en su versión inicial, y con el propio Acto Legislativo 02 de 2011, que el Legislador pueda limitar en forma desproporcionada, sin margen de autonomía la nueva Autoridad Nacional de Televisión, y aún degradarla, al punto de convertirla en un organismo subordinado del sector central de la administración”.
Sobre este particular el demandante arguye, luego de explicar los conceptos de autonomía política, jurídica y presupuestal de los cuales gozaba la antigua Comisión Nacional de Televisión, que “(…) para efectos de la presente demanda, ruego a los Honorables Magistrados, tener en cuenta que en la versión inicial de la Constitución Política de 1991, la dirección de la política en materia televisiva fue encargada a una entidad autónoma e independiente, con personería jurídica y autonomía administrativa, patrimonial y técnica, sujeta a un régimen jurídico propio, encargada de definir, dirigir y ejecutar la política en materia de televisión, lo mismo que ejecutar la intervención en el espectro electromagnético utilizado para la televisión y gobernada por una Junta Directiva cuyos miembros eran de periodo fijo determinado en el derogado artículo 77 constitucional, dos de los cuales podrían ser designados por el Gobierno”.  
Sostiene que se debe tener presente el diseño original de la Constitución, para lo cual cita las sentencias de la Corte Constitucional -C-497 de 1995 y C-445 de 1997- con el propósito de exponer la postura jurisprudencial sobre la necesidad de independencia con respecto de los poderes públicos de la Comisión Nacional de Televisión, para colegir que “ [n]o obstante la bondad del sistema creado por la Constitución Política de 1991, reconocido por la misma Corte, el Congreso de la República expidió el Acto Legislativo 02 de 2011, mediante el cual derogó el artículo 76 y modificó el 77 de la Constitución Política”.
Más adelante analiza algunos planteamientos de la Sentencia C-170 de 2012, por medio de la cual se declaró la exequibilidad del Acto Legislativo 02 de 2011, de los que concluyó: “Por consiguiente, se puede concluir que la intención de la Asamblea Nacional Constituyente de darle al servicio de televisión un tratamiento especial, no desapareció y, por el contrario, se fortaleció con ocasión de lo ordenado en el artículo 2º de la Ley 1507 de 2012”.
Continuando con su argumentación considera que la aplicación del régimen jurídico propio de los establecimientos públicos genera problemas entre las autoridades administrativas centrales y la nueva autoridad, lo cual deviene en el desconocimiento del artículo 6º Superior, porque se diluyen las responsabilidades específicas de los funcionarios que deben tomar las decisiones concretas, además de vulnerar la garantía del “acto propio”, por cuanto los funcionarios carecen de certeza sobre los límites de su responsabilidad.
Indica, por último, que la norma acusada vulnera los artículos 209 y 210 de la Carta, en tanto prevén la descentralización como principio y modalidad de la acción administrativa, pues “(…) no puede ser usada para regular las relaciones entre el sector central y la nueva Autoridad Nacional de Televisión  en la medida en que la televisión, por ser un bien social al servicio de las libertades públicas y el pluralismo, exige más democracia entre el ejecutivo y la agencia”.
b) Problema jurídico

Esta Vista Fiscal estima que el problema jurídico puede plantearse de la siguiente forma:

· ¿Vulnera los artículos 1º, 2º, 6º y 77 de la Constitución Política, la aplicación, para efectos de su funcionamiento, del régimen jurídico diseñado para los establecimientos públicos del orden nacional a la Agencia Nacional de Televisión? 
c) Consideraciones del Ministerio Público sobre la constitucionalidad de la norma demandada
Esta Jefatura advierte, en primer lugar, que el artículo 198s de la Ley 1607 de 2012, “Por la cual se expiden normas en materia tributaria y se dictan otras disposiciones”, derogó expresamente el parágrafo 1º del artículo 2º de la Ley 1507 de 2012 objeto del presente proceso. No obstante lo anterior, el Ministerio Público se permite hacer las siguientes consideraciones: (i) prima facie esta Vista Fiscal constata con alguna extrañeza que el contenido de la denominada “reforma tributaria” no contiene prescripciones acerca del régimen jurídico de los establecimientos públicos en general y, en particular, sobre régimen tributario de dichas entidades, lo cual debe conducir a proferir, en principio, fallo inhibitorio; (ii) en caso de que la Corte verifique la producción de efectos de la norma demandada, por ejemplo, en materia presupuestal, régimen de actos y contratos, se solicita tenga en cuenta las consideraciones a exponer en este concepto y declare exequible la norma demandada por la constatación de dicha circunstancia.
El análisis de constitucionalidad del parágrafo 1º del artículo 2º de la Ley 1507 de 2012, debe partir del efecto del Acto Legislativo 02 de 2011. A juicio de esta Vista Fiscal, se pueden predicar dos efectos directos con relación al mencionado acto: (i) la desconstitucionalización de la Comisión Nacional de Televisión, en tanto órgano autónomo sujeto a un régimen legal propio y; (ii) como consecuencia lógica de lo anterior, el acto legislativo atribuyó amplias facultades al legislador para regular la política en materia de televisión, lo que incluye la distribución de competencias entre diversos órganos del Estado a los que se les confiere “(…) la formulación de planes, la regulación, la dirección, la gestión y el control de los servicios de televisión” (art. 3º ibídem).
Una breve reconstrucción de la línea jurisprudencial
 sobre la autonomía de la antigua Comisión Nacional de Televisión derivaba de los artículos 76 y 77 de la Carta, el primero de ellos derogado por el artículo 1º del Acto Legislativo 02 de 2011 y, el segundo, modificado por el artículo 2º ibídem.

Así las cosas, los fundamentos jurídico-constitucionales que determinaban las características de la Comisión Nacional de Televisión eran de raigambre eminentemente constitucional, de suerte que la modificación y derogatoria de dichas normas supone un cambio sustancial que derivó en una amplia facultad legislativa para definir las características del nuevo organismo.

La Corte ha reconocido esta distinción, aunque en otros términos, en la Sentencia C-150 de 2003
, en la que concluyó:
En suma, el legislador dispone de un amplio margen de configuración respecto del tipo de órganos que puede crear para regular la prestación de los servicios, de las funciones que les puede adscribir o de las que puede autorizar que les sean delegadas, de las características institucionales que les otorgará y, por lo tanto, del ámbito de independencia que les desee conferir. No sucede lo mismo en el caso de los órganos de regulación creados por la propia Carta, respecto de los cuales el legislador está facultado para desarrollar sus funciones o sus estructura orgánica, mas no para suprimirlos o modificarlos salvo que se reforme la Constitución de acuerdo con las reglas que ella misma prescribe para el efecto. (Negrillas fuera del texto).
Es necesario establecer la diferencia entre el grado de autonomía e independencia de que goza un determinado organismo desde el punto de vista de la norma que dispone su existencia. Así, existen órganos con: (i) autonomía constitucional que, en términos generales, deriva de una suerte de “garantía institucional”
 consistente en que su existencia, estructura básica y funciones tiene su fuente en una determinada norma constitucional; (ii) autonomía legal que consiste, en términos generales, en que la existencia, naturaleza y funciones de determinado organismo o entidad derivan de la facultad que la propia Carta reconoce al legislador para crear, en sentido amplio, entidades administrativas del orden nacional (art 150 núm. 7º CP).
En este contexto el Ministerio Público considera que el demandante pretende la aplicación del diseño original de la Constitución Política a la nueva Agencia Nacional de Televisión,  lo cual no puede lograrse –por el alcance del acto legislativo en el plano reseñado- por las siguientes razones:
De una parte, la regulación constitucional sobre la función administrativa contenida, entre otras, en las disposiciones referentes a la Rama Ejecutiva, prevé en su artículo 211 que el Presidente podrá delegar funciones, entre otras, en las agencias del Estado, lo cual es indicativo que desde una perspectiva orgánica, dichas agencias son parte integrante de la misma. 
De otra parte, es claro que la previsión normativa según la cual la ANTV “formará parte del sector de las Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones”, establecida en el artículo 2º de la Ley 1507 de 2012, es otro indicativo serio de su pertenencia a la Rama Ejecutiva del Poder Público, de conformidad con el artículo 42 de la Ley 489 de 1998, a cuyo tenor se lee:

El Sector Administrativo está integrado por el Ministerio o Departamento Administrativo, las superintendencias y demás entidades que la ley definan como adscritas o vinculadas a aquéllos según correspondiere a cada área.
Desde esta perspectiva y, contrario a lo afirmado en la demanda, la previsión normativa según la cual a la ANTV le es aplicable el régimen jurídico de los establecimientos públicos, es la mejor opción dentro de la “oferta” de entidades para dichos efectos, ya que cuentan con autonomía administrativa, personería jurídica y patrimonio propio (art. 70 Ley 489 de 1998). 
Ello es así por cuanto las categorías restantes dentro de la “oferta” institucional no resultan idóneas, si se tiene en cuenta que, por ejemplo, los departamentos administrativos carecen de autonomía administrativa y dependen funcionalmente del gobierno (art 115 C.P). Otro tanto ocurre con las superintendencias cuyas funciones están restringidas a inspección y vigilancia sin funciones de regulación, tales como las que se asignaron a la ANTV de conformidad con los artículos 3º y 6º  de la Ley 1507 de 2012. Con respecto a las unidades administrativas especiales, resultaba abiertamente inconveniente su elección, como quiera que el servicio de televisión no es simplemente un programa ministerial, tal y como los asignados a esta tipología de organismos. En lo tocante con las entidades descentralizadas se tiene que las opciones de empresas industriales y comerciales o sociedades de economía mixta no eran idóneas porque se ocupan de actividades específicas industriales o comerciales, distintas a materias regulatorias. Tampoco era viable pensar en las empresas sociales del Estado, pues están destinadas la prestación de los servicios de salud, materia ésta ajena a las competencias de la ANTV, como ajenos resultan también las tareas propias de las empresas oficiales de servicios públicos.
Así las cosas, ningún reparo puede hacerse desde la norma demandada al concepto de Estado Unitario previsto en el artículo 1º de la Constitución, toda vez que la pertenencia de la ANTV al sector de las Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones asegura la coherencia de las políticas sectoriales para efectos de su regulación. Aun cuando dicha tarea se confía a varios órganos, depende de las políticas generales impartidas por el Ministerio respectivo, lo cual tiene fines constitucionales legítimos e importantes de conformidad con el artículo 209 Superior, que dispone que “[l]as autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley”, y respeta el mandato de colaboración armónica de los poderes públicos (art. 113 CP) desde un punto de vista interno –Rama Ejecutiva del Poder Público-.
En este mismo sentido, la coherencia en términos de política regulatoria y de calidad en la prestación del servicio de televisión, derivada de la pertenencia al sector de la ANTV, no puede ser inconstitucional en tanto busca cumplir las finalidades del Estado (art 2º CP) en contextos de regulación coherente. Sobre este particular, la exposición de motivos del Acto Legislativo 02 de 2011, defendió la necesidad de regulaciones uniformes, con la siguiente justificación: “(i) Neutraliza asimetrías regulatorias y garantiza un trato equivalente a todas las plataformas o redes de telecomunicaciones. (ii) Otorga seguridad jurídica para la inversión que demanda el despliegue de nuevas tecnologías. (iii) Permite gestionar la información sectorial como un todo integral, lo cual garantiza que la intervención regulatoria sea más eficaz y se minimizan los problemas de información del sector. (iv) Garantiza una mayor independencia del regulador y dificulta las posibilidades de que sea ¿capturado¿, (sic) pues sus actuaciones serán controladas por un número mayor de intereses. (v) Facilita la relación del usuario de servicios de telecomunicaciones con el regulador, pues aquel sabrá que una única entidad puede atender sus reclamaciones o solicitudes. 
De igual modo, para reforzar cierto grado de autonomía funcional de la ANTV, se dispuso que dicha entidad no es sujeto de control jerárquico o de tutela, propio de los establecimientos públicos, lo que supone un tratamiento excepcional frente al derecho administrativo que no puede operar más que en el plano de una “autonomía legal reforzada”, a más de prever en el inciso 3º de su artículo 2º, que “[e]l alcance de su autonomía tiene como fin permitirle a la Autoridad desarrollar libremente sus funciones y ejecutar la política estatal televisiva”, lo cual no contraría en lo absoluto los artículos 209 y 210 de la Constitución, tal y como lo arguye el demandante. Sobre este punto el parágrafo 2º del artículo 2º de la norma acusada prescribe:  Sobre lo que habalmos ayer me parece mejor no incluir ninguna norma adiciola, porque la ley citada por la ANTV tampoco prevé expresamente un control de tutela, razón por cual dicho co0ntrol resulta de una inferencia de la ANTV.
PARÁGRAFO 2o. La ANTV no estará sujeta a control jerárquico o de tutela alguno y sus actos solo son susceptibles de control ante la jurisdicción competente.

En cuanto al posible desconocimiento del artículo 6º Superior, como consecuencia  de la aplicación del régimen jurídico de los establecimientos públicos, que a juicio del actor deriva en una ausencia de certeza sobre las responsabilidades de los servidores, dicho régimen precisa el control disciplinario de la Procuraduría General de la Nación frente a los servidores de su planta de personal, el control de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República y, por supuesto, de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

Por último, podría seguirse argumentando, a la luz de lo que el demandante sostiene, que la categoría de entidad de la Rama Ejecutiva de la agencia traería consecuencias desproporcionadas para efectos de garantizar los derechos al pluralismo informativo, la libertad de expresión, la libre competencia económica, entre otras. Sin embargo, la propia Corte Constitucional reconoció, en la Sentencia C-170 de 2012
, que el ejercicio pleno de dichos derechos no depende, per se, de la existencia o no de una determinada entidad, sino que depende de otros factores estructurales de imperativa observancia, además de reconocer que una determinada reforma que modifique el modo de operar de determinado órgano no altera, por sí mismo, el principio de separación de poderes
.

3. Constitucionalidad del parágrafo 1º del artículo 2 de la Ley 1507 de 2012, con relación a la falta de autonomía presupuestal de la ANTV

En este apartado de la demanda el actor considera, en estrecha relación con el cargo anterior, que la aplicación del régimen jurídico de los establecimientos públicos a la ANTV para efectos presupuestales vulnera su necesaria autonomía para regular todo lo relacionado con los servicios televisivos.

a) Planteamientos de la demanda  

En primer término considera que “en temas presupuestales (…) habría la necesidad de incluir tales temas con la aprobación del proyecto de presupuesto anual de dicho organismo, por exigencia de la Ley Orgánica del Presupuesto”.
Desde la misma perspectiva aduce que la previsión normativa en virtud de la cual se aplica el régimen jurídico de los establecimientos públicos  vulnera, a su vez, los artículos 151, 338, 345 y 352 Superiores, por cuanto impone “(…) la obligación de someter a aprobación, ante el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, su presupuesto, de conformidad con lo exigido en la Ley Orgánica del Presupuesto”. De acuerdo con su lectura, la norma demandada vulnera el principio de autonomía presupuestal consagrado en la Constitución Política a favor de la ANTV, además de imponerle una carga desproporcionada en un tema tan sensible como es el manejo de los recursos públicos de la televisión, condicionando su radio de acción a las injerencias del Ejecutivo, en particular a las directores del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
Con el fin de fundamentar el cargo correspondiente, el actor cita la Sentencia C-220 de 1997, pues “(…) la Corte Constitucional, al delimitar el contenido y alcance de la precitada norma, estimó que dicha disposición no le era aplicable a la antigua Comisión Nacional de Televisión”.
El accionante indica que el parágrafo 1º de la norma demandada vulnera el artículo 338 y 345 Superiores, por cuanto se desconoció el principio de descentralización por servicios en tanto se obliga a la ANTV a someter la aprobación de su presupuesto anual al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
b) Problema jurídico

El problema jurídico puede sintetizarse de la siguiente forma:

· ¿Vulnera los artículos 151, 338, 345, 338 y  352 de la Constitución Política, la aplicación del régimen jurídico diseñado para los establecimientos públicos del orden nacional a la Agencia Nacional de Televisión en materia presupuestal?
c) Consideraciones del Ministerio Público sobre la constitucionalidad de la norma demandada

Como se aprecia a lo largo de la demanda el accionante pretende la aplicación del régimen anterior, contenido en los artículos 76 y 77 del diseño original de la Constitución, a la nueva Agencia Nacional de Televisión de forma general. Como se dejó establecido en las consideraciones generales de este concepto, no es posible predicar autonomía constitucional de la ANTV, a lo cual no escapa el tema presupuestal.

En el plano presupuestal también opera plenamente la distinción entre los órganos cuya fuente de autonomía en esta materia es la propia Constitución, de aquellos cuya fuente de autonomía es la ley; dicha distinción tiene consecuencias de enorme importancia con el propósito de determinar la constitucionalidad de la norma demandada. En efecto, la autonomía presupuestal reconocida por el artículo 110 del Estatuto General del Presupuesto
 (Decreto 111 de 1996) en su dimensión legal, supone que el órgano que sea una sección del presupuesto tiene “(…) capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan parte, y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección”, lo cual no implica que pueda presentar con total independencia y por separado su presupuesto al Congreso de la República, de conformidad con el artículo 354 Superior. 
Desde esta perspectiva deben analizarse las normas presupuestales contenidas en la Ley 1507 de 2012, en particular  la facultad según la cual a la ANTV, por conducto de la Junta Nacional de Televisión, le corresponde “Aprobar el proyecto de presupuesto anual de la entidad que le sea presentado por el Director, de conformidad con la ley”. De la redacción de la norma surge que el término “proyecto” debe entenderse como un plan o esquema que está sujeto a las demás normas que regulan la materia, en especial las normas aplicables a los establecimientos públicos, de conformidad con el parágrafo demandado.

De ahí la importancia del artículo 47 del Estatuto General del Presupuesto, el cual regula lo concerniente a los anteproyectos que dispone:
Corresponde al gobierno preparar anualmente el proyecto de presupuesto general de la Nación con base en los anteproyectos que le presenten los órganos que conforman este presupuesto. El gobierno tendrá en cuenta la disponibilidad de recursos y los principios presupuestales para la determinación de los gastos que se pretendan incluir en el proyecto de presupuesto.
Desde esta perspectiva, resulta claro que la autonomía legal de la ANTV debe ser analizada a la luz de las normas presupuestales aplicables a los establecimientos públicos del orden nacional, contenidas en el Decreto 111 de 1996, sin que sea posible argumentar la aplicación de potestades o facultades derivadas de las normas constitucionales anteriores al Acto Legislativo 02 de 2011. 
4. Constitucionalidad del artículo 4º literal a) de la Ley 1507 de 2011
En este apartado de la demanda el actor considera que la presencia del Ministro de Tecnologías de la Información y de Comunicaciones en la Junta de la ANTV, con voz y voto, desconoce la Constitución Política.

a) Planteamientos de la demanda

Fundamenta la violación del artículo 113 Superior por parte de la norma demandada, dado que la participación del Ministro de Tecnologías de la Información y de Comunicaciones en su calidad de miembro activo de la Junta Nacional de Televisión, con voz y voto, restringe de manera superlativa el grado de autonomía necesario para el manejo independiente de la televisión y su relación con ciertos grupos políticos.
En esta misma línea argumentativa, considera que la aplicación del régimen jurídico de los establecimientos públicos a la ANTV supone la existencia de un organismo superior y la consecuente presencia del Ministro en la Junta Nacional de Televisión, lo que impone “(…) un desconocimiento desproporcionado y favorable, en todos y cada una de las actuaciones de la nueva autoridad televisiva, a los intereses del gobierno de turno”.
b) Problema jurídico

El problema jurídico puede plantarse de la siguiente forma:
· ¿Vulnera el artículo 113 de la Carta la participación del Ministro de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, o el Viceministro delegado, con voz y voto, como integrante de la Junta Nacional de Televisión de la ANTV?

c) Consideraciones del Ministerio Público sobre la constitucionalidad del artículo 4º literal a) de la Ley 1507 de 2011

Tampoco comparte el Ministerio Público las afirmaciones de que la presencia en la Junta Nacional de Televisión del Ministerio de la Información y Tecnologías de la Información lleve a  un condicionamiento desproporcionado y favorable “a los intereses del gobernante de turno”. En efecto, la organización de la administración pública obedece a principios universales como el de especialidad y organización por sectores. El sector se integra con múltiples entidades las cuales no operan como ruedas sueltas, sino dentro de un sistema organizado de trabajo, a más de no existir, en el caso concreto de la Junta, controles específicos por parte del Ministro. 

En este orden de ideas, la exclusión del Ministro puede llevar a situaciones disfuncionales en términos de coherencia de la Política en materia de televisión, que pueden derivar en el incumplimiento de los principios de la función administrativa o, aún más, de los fines del Estado. Cosa distinta es que la existencia de un organismo coordinador del sector se juzgue como injerencia indebida conforme al modelo anterior establecido en el derogado artículo 76 y en el modificado artículo 77, Pero al no ser este el caso, por la modificación establecida en el Acto Legislativo 02 de 2011, resulta plausible concluir que dentro de la libertad de configuración legislativa otorgada directamente por la Carta, las medidas adoptadas por el Congreso de la República, son necesarias e idóneas, en términos de intervención del Estado en el espectro electromagnético como bien público.
5. Constitucionalidad del artículo 19 de la Ley 1507 de 2012

En este apartado el demandante cuestiona la constitucionalidad de las previsiones normativas del artículo 19 por considerar que desconocen los derechos ciertos de los pensionados de INRAVISIÓN.

a) Planteamientos de la demanda

El actor considera que su contenido desconoce los artículos 48 y 53 de la Constitución Política, por cuanto diluye la responsabilidad al trasnferir el pago del pasivo pensional tanto a Caprecom como, en forma subsidiaria, al Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, de los trabajadores, pensionados y sobrevivientes de Inravisión, en la medida en que dicha transferencia desconoce sus derechos ciertos y adquiridos.

Para fundamentar la conclusión arguye que la disposición acusada desconoce el contenido del Acto Legislativo 01 de 2005, en el sentido de que éste ordena el pago de la deuda pensional a cargo del Estado, ya que “(…) la disposición normativa acusada ignora por completo dicha situación, dejando así, una masa poblacional en un estado de incertidumbre porque la realidad social, que hoy se denomina derecho viviente, demuestra que instituciones como Caprecom se encuentra en un estado de ineficiencia permanente”.
Con respecto a la previsión subsidiaria contenida en la norma demandada, según la cual los pagos no asumidos por Caprecom continuarán a cargo del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, consideró que “(…) la norma demandada del artículo 19 de la Ley 1507 de 2012, ignora por completo que el Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, no es un agente operador del Sistema de la Seguridad Social. Por consiguiente, cuando se ordena que dicho fondo asuma la deuda pensional de Inravisión, desconoce, por completo, que los dineros que eventualmente puede manejar, son los de la televisión, más no los de la seguridad social”.

b) Problema jurídico

El problema jurídico que corresponde solucionar a la Corte Constitucional es el siguiente:

· ¿Vulnera los artículos 48 y 53 Superiores la previsión normativa según la cual el pago de las pensiones de los ex trabajadores de Inravisión corre a cargo de Caprecom, en forma principal, y por el Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos, en forma subsidiaria?

c) Consideraciones del Ministerio Público sobre la constitucionalidad de la norma demandada
El Ministerio Público constata que el cargo no cumple con el requisito de  pertinencia, pues los argumentos en que se funda no son de naturaleza estrictamente constitucional, sino que responden a una particular interpretación del demandante sobre la situación financiera de Caprecom, y el eventual incumplimiento en el pago de las prestaciones económicas por parte de dicha entidad, razón por la cual el Ministerio Público no analizará el cargo por ineptidud de la demanda.

No obstante, y con relación a la previsión normativa según la cual los pagos que no sean asumidos por Caprecom continuarán a cargo del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos presenta serios reparos de constitucionalidad.

En primer lugar, la Corte ha reconocido la fundamentalidad del derecho a la seguridad social en la Sentencia T-752 de 2008, en la cual indicó lo siguiente:
Sin embargo, la Sala de Revisión encuentra oportuno señalar ahora que, de acuerdo a las consideraciones hasta ahora desarrolladas en esta providencia, la seguridad social es un verdadero derecho fundamental autónomo –calificado como “derecho irrenunciable” según el inciso 2° del artículo 48 constitucional; consagrado como “derecho de toda persona” de acuerdo al artículo 9° del PIDESC, el cual hace parte del bloque de constitucionalidad; y, finalmente, definido como “derecho humano” por parte del CDESC en la observación general número 19-. Por tal razón, si bien hasta ahora la Corte ha empleado la figura de la conexidad al momento de resolver este tipo de controversias, la Sala estima que la acreditación de este vínculo con otro derecho fundamental resulta redundante y, en consecuencia, innecesario toda vez que el derecho a la seguridad social recoge per se una garantía iusfundamental independiente, razón por la cual su eventual vulneración ocurrida de manera autónoma puede ser enmendada por vía de tutela.

Otro punto a tener en cuenta es que de conformidad con el artículo 2º de la Ley 314 de 1996, corresponde a CAPRECOM, entre otras, “Atender la administración, reconocimiento y pago de las pensiones y demás prestaciones socio-económicas de los pensionados y afiliados”, en virtud de lo cual es obligación del liquidador de la antigua Comisión Nacional de Televisión –en liquidación- transferir los recursos correspondientes para asegurar el goce efectivo de los derechos de los pensionados (art. 48 CP) y la protección de la tercera edad en tanto sujetos de especial protección (art. 46 CP).

De acuerdo con lo anterior, el Ministerio Público comparte la postura del demandante en el sentido de que prever en forma subsidiaria que el Fondo para la Televisión asuma el pago de las pensiones, puede diluir la responsabilidad de quienes están llamados tanto a transferir los recursos correspondientes, como de quienes están obligados al pago de las prestaciones causadas.
La naturaleza de dicho fondo como cuenta especial a cargo de la ANTV no tiene un fin distinto al de propugnar por el “(…) fortalecimiento de los operadores públicos del servicio de televisión, la financiación de programación educativa y cultural a cargo del Estado y el apoyo a los contenidos de televisión de interés público desarrollado por operadores sin ánimo de lucro además de financiar el funcionamiento de la ANTV (art. 16 Ley 1507 de 2012)”, lo que dista mucho de ser una entidad de previsión encargada del pago de pensiones en forma subsidiaria.
Por último, es preciso recordar que la propia Corte Constitucional se ha pronunciado en casos muy similares al presente, entre otras en la Sentencia SU-1023 de 2001, acerca de la obligación del liquidador de la entidad de poner a disposición del obligado los recursos para asegurar el pago de las mesadas pensionales adeudadas y todas aquellas prestaciones económicas exigibles hacia futuro.

6. Conclusión
El Ministerio Público solicita a la Corte que se declare INHIBIDA para pronunciarse de fondo sobre los cargos contra el parágrafo 1º del artículo 2º de la Ley 1507 de 2012; en subsidio lo declare EXEQUIBLE por los cargos analizados en la presente demanda; que declare EXEQUIBLE el literal a) del artículo 4º ibídem, por los cargos analizados en la presente demanda; que declare INEXEQUIBLE el inciso 2º del artículo 19 ibídem según el cual “Los pagos que no sean asumidos por Caprecom continuarán a cargo del Fondo para el Desarrollo de la Televisión y los Contenidos”; y que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre el cargo planteado contra el inciso 1º del artículo 19  ibídem, por ineptitud sustancial de la demanda.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO 
Procurador General de la Nación 
GMR/DFYM
� Sentencia C-570 de 2010, en la que se citan los siguientes precedentes: C-532 de 2006, C-350 de 1997, C-351 de 2004, C-532 de 2006, C-564 de 1995. De dichos pronunciamientos jurisprudenciales se pueden colegir las características del diseño constitucional de la antigua CNTV, así: (i) la antedicha comisión concentraba privativamente y sin intervención de otras entidades u organismos las funciones de regulación e intervención del Estado en el espectro electromagnético destinado a la prestación de los servicios de televisión, para lo cual se le dotó de autonomía administrativa, financiera y técnica, además de un régimen legal propio (arts. 30  y 40 Ley 182 de 1995); (ii) la intervención del Estado en el espectro electromagnético tiene, entre otras, la de ejercer funciones de vigilancia y control de los operadores del servicio de televisión para asegurar el cumplimiento de los fines y garantías constitucionales y, además, la guarda del espectro en tanto bien público; (iii) la sujeción de dicho órgano a los mandatos constitucionales y legislativos sobre la determinación de la política estatal en materia de televisión, su independencia respecto del Gobierno y de ciertos grupos de interés que puedan afectar el pluralismo informativo y la libre competencia; (iv) por virtud de lo anterior, se encuentra exenta del control de tutela propio de las entidades del nivel central sobre las entidades descentralizadas; (v) en cualquier caso, se debe dar aplicación al principio de colaboración entre los poderes públicos (art. 113 C.P.); (vi) desde esta perspectiva, las medidas legislativas no deben afectar el núcleo de la autonomía reconocida a la CNTV.


� Los términos utilizados por la Corte son: “autonomía” para referirse a los órganos que derivan su existencia y estructura de la Constitución misma, e “independencia” para los aquellos órganos que derivan de la creación legislativa. Sobre el punto la misma sentencia precisó: “Como ya se anotó, algunos de los órganos de regulación encuentran consagración expresa en la propia Carta Política. Estos órganos de regulación gozan de un alto nivel de autonomía, la cual, como ya se indicó, se predica tanto respecto del Ejecutivo como del Legislativo en la medida en que la propia Constitución delimita su ámbito de competencias, el cual debe ser respetado por las ramas tradicionales del poder público. Por ejemplo, en materia de regulación de la televisión el gobierno no puede asignar los espacios ni definir los horarios porque ello se encuentra dentro de la órbita de competencia constitucional de la Comisión Nacional de Televisión (art. 77 de la C.P.) Igualmente, el legislador ordinario no puede atribuir a un ministerio la regulación de la televisión porque el propio constituyente estimó que dicha función debía recaer en una autoridad especializada autónoma (art. 76 de la C.P.). No sólo su perfil, sus funciones y su ubicación institucional han sido precisados por la Constitución, sino que su existencia misma como órganos autónomos no depende de decisiones políticas adoptadas por mayorías coyunturales puesto que sólo mediante una reforma constitucional es posible determinar su desaparición. Tan valiosa es esta autonomía para el constituyente que en el artículo 113 de la Constitución se dice claramente: "Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado".


� El término de “garantía institucional” ha sido utilizado por la Corte Constitucional para referirse a la autonomía de  la que gozaba la antigua CNTV, entre otras, en la Sentencia C-497 de 1995.


� Sobre este particular la Corte concluyó que: “No obstante, la Corte disiente radicalmente de esta postura y considera que aún cuando efectivamente el sistema de frenos y contrapesos, la garantía de realización de los derechos y el carácter democrático y pluralista del Estado son, como se ha visto, elementos estructurales de la Constitución, de ellos no se deriva que para su vigencia sea imprescindible la existencia de una entidad con autonomía administrativa, patrimonial y técnica encargada de regular la televisión, y menos aún que al eliminarse su naturaleza constitucional la Carta Política de 1991 pierda su esencia para transformarse en una completamente diferente. Por el contrario, observa la Sala que se está ante un buen ejemplo de lo que NO puede ser catalogado como un eje estructural o fundamental de la Constitución”.


� En la misma providencia citada la Corte precisó: “Así las cosas, considera la Corte que la eventual supresión de una institución y la redistribución de tareas entre las diferentes autoridades del Estado no desfiguran el principio de separación de poderes al menos cuando no se advierte una concentración de funciones y se mantienen los diversos mecanismos de control (frenos y contrapesos) dentro del modelo flexible acogido por el Constituyente de 1991”.


� �La Corte Constitucional declaró exequible el artículo 110 del Decreto 111 de 1996 por medio de la Sentencia C-101 de 1996, en la que la Corporación distinguió claramente dos alcances de autonomía, así: (i) en el caso de los órganos cuya fuente de autonomía proviene de la propia Constitución, el legislador puede determinar el contenido y alcance de la misma, sin que le esté permitido violar su núcleo esencial para efectos programación, ejecución y control del presupuesto; (ii) en caso de que la fuente de la autonomía derive de la ley, el propio legislador ostenta una amplia facultad de configuración legislativa para determinar el alcance y contenido de la autonomía en mayor grado que en el sistema de configuración constitucional.
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